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Proceso Acción de tutela 

Accionante Blanca Irene Echavarría Lotero (C.C. 43.505.696)   

Accionado Institución Universitaria Tecnológico de Antioquia.   

Vinculados 
Procuraduría General de la Nación 
Concejo Municipal de Envigado 
Concursantes Convocatoria Personero de Envigado 

Temas y 
Subtemas. 

1. Presupuestos de procedibilidad de la acción de tutela. 

Decisión Ad quo Niega por improcedente 

Decisión Confirma fallo primera instancia. 

 

I. ASUNTO A RESOLVER. 

 

Impugnación interpuesta por Blanca Irene Echavarría Lotero, contra la sentencia de tutela 

No. 0280 proferida por el Juzgado Segundo Penal Municipal de Envigado, Antioquia, del 

02 de noviembre de 2023. 

 
1. ANTECEDENTES 

 
1.1 Decisión en Primera Instancia. 

 
El Juzgado Segundo Penal Municipal de Envigado, Antioquia, en fallo de fecha 02 de 

noviembre de 2023, declaró “la improcedencia” de la acción de tutela, al considerar que no 

se configuraba un perjuicio irremediable de naturaleza fundamental, que tornara procedente 

la acción como mecanismo transitorio, dado que el perjuicio invocado por la accionante, 

envuelve una problemática de interpretación legal, y por tanto el problema jurídico se ubica 

en una esfera legal cuya solución no compete al juez de tutela. 

  

Argumentó el fallador de primera instancia frente al derecho de petición que se reputa como 

conculcado que, en efecto, la accionada no sólo respondió la solicitud de la actora, sino que 

la misma le fue notificada y entregada a la accionante, independientemente de que la 
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respuesta haya sido negativa o positiva para sus intereses; enfatizando en que hubo 

respuesta y de la misma, a la fecha, se encuentra debidamente enterada la actora. 

1.2  Impugnación. 

Una vez notificado el fallo de primera instancia, la accionante procedió a impugnar la 

decisión argumentando para ello que, la Institución Universitaria si bien, dio respuesta a la 

petición de fecha 19 de octubre de 2023, esta no fue clara, de fondo, suficiente y congruente 

entre lo pedido y lo respondido. 

Ataca la actora el fallo de primera instancia señalando que se echa de menos un análisis 

riguroso por parte del ad quo, limitándose a realizar una narrativa jurisprudencial sobre el 

derecho administrativo sancionatorio, asunto que no se encuentra particularmente 

vinculado con el tema, toda vez que la etapa de reclamaciones sobre los resultados e 

incluso la prueba y su resultado no responden a las previsiones normativas sobre la materia; 

además realizaron citas normativas  que no se relacionan con el tema. 

Pone de presente que le fallo de primera instancia fue notificado por fuera del término de 

ley y desconoció que el derecho de petición es un derecho constitucional de obligatorio 

cumplimiento por parte de las autoridades públicas y de obligatoria protección por parte del 

juez constitucional, así el contenido de la respuesta tenga como propósito la gestión de 

actuaciones administrativas frente a las mismas. 

Finalmente indica que, a su juicio la respuesta no cumple con los requisitos establecidos 

por la jurisprudencia.   

Agotado de esta manera, el trámite de la acción y reunidos los requisitos de forma 

previstos por los artículos 37 y 14 del Decreto Reglamentario 2591 de 1991, procede el 

Juzgado a decidir en segunda instancia el asunto sometido a su conocimiento, con 

fundamento en las siguientes,  

 
 

2. CONSIDERACIONES. 

 
3.1. Presupuestos de procedibilidad de la acción de Tutela. 

 
Teniendo en cuenta que la acción de tutela es una institución especial que se caracteriza 

por su objeto protector inmediato o cautelar, en razón de su función de amparo o de 

intervención, sin que implique juzgamiento del derecho en sí mismo controvertido, ni una 

tercera instancia, revisión adicional o medida sustitutiva; para evitar el uso indiscriminado 

de la misma, la Corte Constitucional ha establecido unos parámetros básicos de 

procedibilidad que deben ser analizados en todos los casos, esto es, (i) legitimación en 

la causa, tanto por activa como por pasiva, (ii) inmediatez y (iii) subsidiariedad.  
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Ahora bien, en el sub lite, respecto del principio de legitimación en la causa por activa, la 

misma se torna palpable toda vez que la señora Blanca Irene Echavarría Lotero, como 

directamente afectada, acude al mecanismo constitucional sin intervención alguna, por lo 

que cumple con lo estipulado en el artículo 10 del Decreto 2591 de 19911. 

De otro lado, existe también legitimación en la causa por pasiva, habida cuenta que, la 

acción de tutela está dirigida en contra Institución Universitaria Tecnológico de Antioquia, 

como entidad contratada por parte del Concejo Municipal de Envigado, para adelantar 

las etapas del concurso público de méritos para elección de Personero (a) Municipal de 

Envigado, periodo 2024-2028, convocatoria en la cual participó la actora; dicha 

Institución Universitaria fue la destinataria de la petición y por tanto, es la obligada a dar 

respuesta a la misma y frente a ella es que se endilga la violación del derecho invocado. 

Conforme a la inmediatez, de acuerdo a la jurisprudencia de la Corte, es el juez 

constitucional quien esta investido de la responsabilidad para determinar la razonabilidad 

del plazo de la interposición de dicha acción constitucional, como bien se plasma en la 

sentencia T- 281 de 20162; tal razonabilidad se enfocará en el lapso de tiempo que 

transcurre entre la situación que vulnera el derecho y la presentación de la acción 

constitucional. 

Aplicado tal parámetro de procedibilidad se encuentra que en el caso bajo estudio, la 

señora Blanca Irene Echavarría Lotero elevó tres reclamaciones diferentes de la 

siguiente manera; petición de fecha 03 de octubre de 20233, reiterada el 04 de octubre 

de 20234, la cual fue contestada en la misma fecha5, lo que dio lugar a la revisión de 

prueba escrita que se llevó a cabo el 05 de octubre de 2023, como consta en el acta de 

reunión visible en el folio 6 del PDF.08, en la que se solicitó por la actora una prueba 

grafológica, obteniendo respuesta de tal reclamación el día 10 de octubre de 20236 y que 

a su vez originó la solicitud de modificación del cronograma elevada por la Institución 

Universitaria Tecnológico de Antioquia al presidente del Concejo Municipal de la misma 

fecha, ambos archivos visibles en el folio 6 del PDF08; fue así como el 13 de octubre de 

2023 el Consejo expidió la Resolución Nro. 094 de 2023, modificando el cronograma. 

                                                           
1ARTICULO 10. LEGITIMIDAD E INTERES. La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por 
cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a 
través de representante. Los poderes se presumirán auténticos. 
También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su 
propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud. 
También podrá ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales.  
2 Se reitera lo plasmado por la Corte Constitucional frente a la inmediatez:  
“En relación con el requisito de inmediatez, esta Corporación ha considerado que el juez constitucional está obligado 
a valorar las circunstancias de cada caso con el fin de evaluar la razonabilidad del lapso que transcurre entre la situación 
que origina la afectación de los derechos y la presentación de la acción de tutela. Por tanto, siendo la tutela un 
mecanismo de protección inmediata de los derechos fundamentales, no tendría sentido que el afectado no demandara 
con razonable prontitud la vulneración de sus derechos”. 
3 Fl.05.PDF.08. Fl.61-63 PDF.03 
4 Fl.64-66. PDF.03 
5 Fl.05.PDF.08 – Fl.67-68. PDF.03 
6 Fl.69-70.PDF.03 
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Finalmente ante la publicación de los resultados preliminares, la actora elevó la 

reclamación que adjuntó con el escrito de tutela7 la cual no tiene fecha de entrega, de la 

cual obtuvo respuesta el 12 de octubre de 20238, tal y como lo reconocen ambas partes, 

sin embargo, la accionante estima que la misma no fue de fondo, ya que se dio antes de 

la modificación del cronograma por parte del Concejo y es por ello que decidió acudir a 

la acción de tutela el 19 de octubre de 2023 es decir, a tan solo unos días de haber 

recibido la respuesta que no satisfizo sus intereses, por tanto, la interposición de la 

herramienta constitucional se dio en un término prudencial, superándose con ello, el 

principio de inmediatez. 

Finalmente, frente a la subsidiariedad de la acción de tutela, la Corte Constitucional ha 

exigido que se verifique (i) la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable, evento en 

el cual se otorgará un amparo transitorio9; o (ii) cuando los medios ordinarios no son lo 

suficientemente idóneos y eficaces para brindar un amparo integral, caso en el cual la 

tutela procederá como mecanismo definitivo de protección10, de acuerdo a la Sentencia 

T-016 de 2015 emanada de la Corte Constitucional. 

Particularmente frente al derecho de petición la Corte Constitucional ha considerado que 

tal garantía constitucional únicamente cuenta con la acción de tutela para su efectiva 

protección de acuerdo a los lineamientos decantados en las Sentencia T-149 de 2013 y 

Sentencia T-138 del 2017, al señalar: 

3. Cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico 
colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente 
de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este 
derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial 
que le permita efectivizar el mismo. 

3.4. Por esta razón, quien encuentre que la debida resolución a su derecho de petición 
no fue producida o comunicada dentro de los términos que la ley señala, esto es, que 
se quebrantó su garantía fundamental, puede acudir directamente a la acción de 
amparo constitucional” 

Razón por la cual es procedente la acción de tutela y por tanto descenderá este Juzgado 

a revisar el asunto de fondo frente al derecho de petición elevado.   

3.2. Alcance del derecho de petición y respuesta de fondo. 

 
El derecho fundamental de petición, conforme a lo preceptuado en el artículo 23 de la Carta 

Política, es un instrumento del que goza todo ciudadano, para obtener información de las 

autoridades, conocer la razón de sus decisiones e inclusive contar con un sustento jurídico 

                                                           
7 Fl.2 y 3.PDF.03 
8 Folio 7.PDF.08. Fl.71-74. PDF.03 
9 Sentencias: T-225 de 1993 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), T-789 de 2003 (M.P. Manuel José Cepeda 
Espinosa), entre otras. 
10 Sentencias: T-225 de 1993 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), T-789 de 2003 (M.P. Manuel José Cepeda 
Espinosa), entre otras. 
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que les permita fiscalizar sus actos. Por medio de él, se permite acudir ante los funcionarios 

públicos o ante las organizaciones privadas en los términos definidos por la ley, con el fin 

de obtener una pronta resolución a la solicitud que se hayan presentado, frente a las cuales 

las entidades públicas, y particulares, cuentan con un término razonable para resolver 

dichas peticiones. 

Su esencia se centra en la posibilidad de presentar peticiones respetuosas, bajo la garantía 

de que estas serán prontamente resueltas, -favorable o desfavorablemente- atendiendo de 

manera precisa y concreta la petición, y poniéndola en conocimiento inmediato al 

peticionario, en tanto que solo cuando se entera al interesado de la respuesta, el derecho 

se entiende satisfecho. 

Sobre el derecho fundamental de petición la Corte Constitucional ha explicado en reiteradas 

providencias, cuál es el alcance del mismo, tal como en la SU-587 de 2016, así: 

“El derecho de petición está consagrado en el artículo 23 de la Constitución política, 
como una garantía fundamental de las personas que otorga escenarios de diálogo y 
participación con el poder público y que posibilita la satisfacción de otros derechos 
constitucionales en el marco del Estado social de derecho. Su núcleo esencial se ha 
agrupado en la posibilidad de presentar solicitudes de manera respetuosa ante las 
autoridades públicas o ante los particulares en los casos previstos en la ley, surgiendo a 
cargo de sus destinatarios la obligación de recibirlas, tramitarlas y resolverlas de forma 
oportuna y de manera clara, efectiva, suficiente y congruente con lo pedido. 
 
En concordancia con lo expuesto, esta Corporación ha señalado que la respuesta debe 
cumplir, por lo menos, con los siguientes requisitos: (i) la misma debe ser otorgada de 
manera pronta y oportuna dentro del término legal; (ii) su contenido debe dar una 
solución de fondo y acorde con las cargas de claridad, efectividad, suficiencia y 
congruencia; y (iii) la decisión que se adopte debe ser puesta en conocimiento del 
interesado con prontitud”. 

 
De acuerdo a los argumentos presentados en el escrito de impugnación y el material 

probatorio obrante en el expediente, resulta evidente que la actora no reporta reproche 

alguno frente a la petición de fecha 03 de octubre de 202311, reiterada el 04 de octubre 

de 202312, pues fue contestada en la misma fecha13, y la solicitud realizada el 05 de 

octubre de 202314, de la cual obtuvo respuesta el día 10 de octubre de 202315. En tal 

sentido, resulta oportuno pronunciarse únicamente en torno a la petición adjunta con el 

escrito de tutela16 que no cuenta con fecha de entrega y cuya respuesta data del 12 de 

octubre de 202317, no obstante, no satisfizo los intereses de la accionante.  

 

                                                           
11 Fl.05.PDF.08. Fl.61-63 PDF.03 
12 Fl.64-66. PDF.03 
13 Fl.05.PDF.08 – Fl.67-68. PDF.03 
14 Fl.06 PDF.08 
15 Fl.69-70.PDF.03 
16 Fl.2 y 3.PDF.03 
17 Folio 7.PDF.08. Fl.71-74. PDF.03 
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Una vez se observa con detenimiento la solicitud de la señora Blanca Irene Echavarría 

Lotero y la respuesta dada por la Institución Universitaria Tecnológico de Antioquia, este 

Juzgado colige que la reclamación se atendió de fondo, de forma congruente y oportuna, 

pese a resultar desfavorable a lo pretendido por la actora, es decir, no se puede reputar 

vulneración de derechos alguna cuando se suministró una respuesta que reúne los 

requisitos dictaminados por el máximo órgano de cierre.   

  

Este Juzgado comparte la decisión de la primera instancia, habida cuenta que, la 

respuesta fue de fondo, clara, precisa y congruente pese a que no se accediera a lo 

pretendido por la actora, al respecto, es importante hacer referencia a lo indicado por la 

Corte Constitucional en la Sentencia T-045 de 2022:    

  
(…) la respuesta de fondo no implica “otorgar lo pedido por el interesado” Conlleva el 
derecho que tienen las personas a que las autoridades y los particulares respondan 
sus peticiones de manera clara, precisa, congruente y consecuente. 
La claridad supone que la respuesta sea inteligible y de fácil comprensión. 
La precisión exige que la respuesta atienda, de manera concreta, lo solicitado, 
sin información impertinente “y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas” 
La congruencia implica que la respuesta “abarque la materia objeto de la petición y 
sea conforme con lo solicitado”. Que la respuesta sea consecuente conlleva que “no 
basta con ofrecer una respuesta como si se tratara de una petición aislada o ex novo, 
sino que, si resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido y de 
las razones por las cuales la petición resulta o no procedente”. Cuarto, la notificación 
de la decisión garantiza el derecho de la persona a conocer la respuesta a su 
solicitud, así como a impugnarla y controvertirla”  

 

Resulta evidente que la inconformidad de la actora, radica esencialmente frente a la 

respuesta en disfavor de sus intereses y no porque tal contestación fuera evasiva o 

superficial, ya que al leerse la comunicación emitida por la Institución Universitaria 

Tecnológico de Antioquia, obrante en el Fl.7 PDF 08, este Juzgado pudo evidenciar que 

la misma fue de fondo, abordándose punto por punto cada uno de los reclamos elevados; 

de otro lado, mal haría este Despacho en considerar que la Institución Universitaria obró 

de forma inadecuada, por emitir una respuesta oportuna y de forma célere, esto es, antes 

de la modificación del cronograma por parte del Concejo Municipal de Envigado, pues 

ulteriormente cumplió con la carga que le era atribuible, esto es, contestar a la mayor 

brevedad posible la petición a la actora.  

Es así que la respuesta emitida el 12 de octubre de 2023 por la Institución Universitaria 

Tecnológico de Antioquia obrante a Folio 71 al 74 (PDF.03) y Folio 7 (PDF.08) cumple 

con los estándares constitucionales descritos sobre la materia, por lo que no se acreditó 

la vulneración al derecho fundamental reclamado, requisito sine qua non para que 

proceda el amparo. En otras palabras, para emitirse orden alguna contra la accionada 

debe existir un nexo causal entre su comportamiento y la violación al derecho 

fundamental, lo que no sucedió en el caso bajo estudio, toda vez que la Institución 
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Universitaria Tecnológico de Antioquia emitió respuesta a la petición cumpliendo los 

requisitos jurisprudenciales y, por ende, no es posible hacerle ninguna exigencia, tal y 

como se ha indicado por la Corte Constitucional, al precisar:   

  
“partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los 
artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión 
cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los 
derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la 
acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela 
sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que 
las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales 
existan (…)”, ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un 
derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger 
al interesado (…)”.     
  
Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo 
de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, 
presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material 
y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la 
acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, 
podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el 
peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento 
jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos 
específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en 
procura de sus derechos” 

 

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al 

accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de 

un derecho fundamental, debe negar la acción impetrada, tal y como sucedió en el caso 

bajo análisis; resultando atinada la decisión de primer grado. En razón de lo anterior, se 

confirmará la sentencia de tutela No.0280 proferida por el Juzgado Segundo Penal 

Municipal de Envigado, Antioquia, del 02 de noviembre de 2023. 

DECISIÓN 

 

El Juzgado Primero Penal del Circuito de Envigado -Antioquia-administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por mandato constitucional. 

 

FALLA 

 
PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia de tutela No.0280 proferida por el Juzgado Segundo 

Penal Municipal de Envigado, Antioquia, del 02 de noviembre de 2023.  

SEGUNDO. El presente fallo por ser de segunda instancia no podrá ser impugnado. 

Comunicado envíese a la Honorable Corte Constitucional para eventual revisión (Art. 31 

Decreto 2591 de 1991). 

Por Secretaría del Despacho líbrense comunicaciones a que haya lugar.   
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Comuníquese y Cúmplase 
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